RADICADO: 66001 3187 001 2019 00035 03
ACCIONANTES: JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS Y OTROS
ACCIONADOS: DIR. INPEC Y OTROS
ASUNTO: MODIFICA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / ES EL INPEC EL RESPONSABLE DE GARANTIZARLOS Y NO LOS ORGANISMOS DE POLICÍA / RECLUSION EN ESTACIONES DE POLICÍA / TRASLADO A CÁRCELES / INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR.
… si revisamos la sentencia de marras concluye la Colegiatura que el recurso de impugnación que fue presentado por parte del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira no tiene asidero alguno, pues resulta claro que el mismo se funda en una mera sospecha, y no en un hecho cierto, real, existente y verificable; y es que como se puede observar, el fallo de tutela no emitió absolutamente ninguna orden en contra de la Cárcel de Pereira…
… lo que se traduce en una ausencia de interés jurídico, en virtud de lo cual, la Sala se abstendrá de pronunciarse frente al presente asunto. (…)
Cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, así lo señala el inciso 3º del artículo 17 de la Ley 65 de 1993: “El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejercerá la inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales”…, por ende, es dicho Instituto, y no un Organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad…
Acorde con lo dicho hasta ahora, la Sala habrá de modificar el numeral segundo de la decisión impugnada, para ordenar que sea el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC el que, si aún no lo ha hecho, en un término razonable que en ningún caso puede superar los quince (15) días contados a partir de la notificación de esta providencia, procedan a trasladar a las personas condenadas que presentaron esta acción constitucional de tutela y que lleven más de 36 horas en esos sitios de reclusión, a los establecimientos de reclusión del orden nacional o distrital en los que, en condiciones dignas y de acuerdo con la Constitución y la ley, deben permanecer hasta que la autoridad judicial competente ordene su libertad…
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	Accionado: 
	INPEC y otros 

	Decisión: 
	Modifica 


ASUNTO: 
Procede la Sala a resolver las impugnaciones formuladas por el DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA, así como por el COMANDANTE DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA DE DOSQUEBRADAS, en contra del fallo proferido el 12 de marzo de 2020 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro del trámite constitucional en que se acumularon las acciones de tutela instauradas por los señores JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS, WILFREDO GAVIRIA GAÑÁN, JADER MURILLO HINESTROZA, HÉCTOR ANDRÉS PLANDA GAÑÁN, JUAN JOSÉ YEPEZ RODRÍGUEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN, JOSÉ EDGAR MARCIAL NIAZA, HARRISON HURTADO GIRALDO, DIOSER DAVID JARAMILLO ACEVEDO, JOSÉ DANIEL MÉNDEZ MOSCOSO y JOSÉ ORLANDO CARDONA RAMÍREZ en contra del INPEC y otros. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS: 
 

Narraron los accionantes que se encontraban privados de la libertad en la Estación de Policía de Dosquebradas, como consecuencia de la imposición de unas medidas de aseguramiento de detención preventiva en ciertos procesos penales seguidos en contra de cada uno, a la espera de ser trasladados al Centro Carcelario la 40 de Pereira.

Expusieron que estaban soportando en ese momento condiciones físicas y sanitarias deplorables, aunado al  hacinamiento en que se encuentra dicho lugar, por lo que habían solicitado en muchas ocasiones ante el INPEC sus traslados a un Centro de Detención Oficial, sin obtener respuesta al respecto, lo que consideran una vulneración a sus derechos fundamentales a la vida digna, integridad personal, dignidad humana,  resocialización, descanso, salud, unidad familiar, no ser sometidos a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, y por lo tanto, solicitaron que se ordenara al INPEC su traslado a establecimientos penitenciarios y carcelarios del Municipio de Pereira y el Departamento de Risaralda o de los municipios ubicados en departamentos aledaños.
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión: 

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 28 de febrero de 2020, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a LA DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC, EL INPEC REGIONAL VIEJO CALDAS Y EL EPMSC DE PEREIRA. Además, fueron vinculados oficiosamente el COMANDANTE DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA DE DOSQUEBRADAS, LA ALCALDÍA DE DOSQUEBRADAS, EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, LA USPEC, LA GOBERNACIÓN DE RISARALDA, EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, EL MINISTRO DE DEFENSA Y EL DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL 

2. Intervenciones: 

EL DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA: Manifestó que el penal presenta un hacinamiento del 96% y que no existe constancia de la prohibición de ingreso de los afectados al penal, solo que no podrán ser recibidos hasta que no se tenga nuevos cupos que así lo permitan, otorgando en todo caso prelación a las personas condenadas con sentencia debidamente ejecutoriada.

Explicó que en los términos del artículo 17 de la Ley 65 de 1993, los entes territoriales tienen unas obligaciones y por ello a la Procuraduría General de la Nación inició investigación a varios alcaldes por la presunta negligencia ante el hacinamiento carcelario, entre ellos el de Pereira. 

Citó la regla del equilibro decreciente que consiste en que las autoridades competentes solo podrán autorizar el ingreso de personas a los establecimientos penitenciarios si el número de personas que ingresan es igual o inferior al número de personas que salen del penal.

Solicitó declarar la improcedencia de la acción constitucional.

EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO: Se opuso a las pretensiones de los accionantes teniendo en cuenta que ese Ministerio dentro de su marco misional establecido en el Decreto 4712 del 15 de diciembre de 2008, no tiene ninguna competencia relacionada con adelantar trámites administrativos para el traslado de personas privadas de la libertad a los establecimientos penitenciarios y carcelarios. Por lo tanto, no procede el amparo las acciones constitucionales elevadas frente a esa dependencia.

Explicó que es el INPEC el competente para ejercer la vigilancia, custodia y tratamiento de las PPL, así como ordenar los respectivos traslados de las personas que tienen la calidad de condenados de los comandos de policía a los establecimientos penitenciarios y carcelarios donde deben cumplir la condena. Así mismo, resaltó que dentro del marco normativo corresponde a la USPEC atender las órdenes relacionadas con el mejoramiento y adecuación de la infraestructura de los centros carcelarios, haciendo referencia a los presupuestos asignados desde el año 2015 al 2019.

Solicitó declarar la improcedencia de la acción de tutela.

EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO: Consideró que corresponde a la Alcaldía de Pereira, la Gobernación de Risaralda, la UPPV y el INPEC atender las pretensiones de los accionantes, pues son los entes territoriales los que deben destinar el presupuesto para atender a todo nivel la población sindicada que se encuentre recluida en las estaciones de policía en las URI, cárceles municipales y departamentales y al INPEC le corresponde hacerse cargo de la población condenada.

Solicitó declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva como quiera no son competentes para atender las solicitudes de los accionantes.

LA UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC: Manifestó que carece de competencia para trasladar y asignar cupos en a los establecimientos carcelarios de las personas sindicadas que están detenidas en estaciones de policías, y que acorde con el artículo 17 de la Ley 65 de 1993, corresponde a los departamentos, municipios, áreas metropolitanas, la creación, fusión y supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones.

Informó que corresponde al INPEC el traslado de los detenidos y solicita sea desvinculada de la presente acción constitucional.

EL COMANDANTE ESTACIÓN DE POLICÍA DE DOSQUEBRADAS: dijo que no es el competente para ejecutar las sentencias penales y aplicar las medidas de aseguramiento fijadas en el C.P.P., ni tiene funciones en materia penitenciaria y carcelaria, sin embargo, debido al hacinamiento de los centros penitenciarios, asumió la carga de la vigilancia de las personas detenidas transitoriamente en Dosquebradas.

Refirió que en varias oportunidades solicitó al centro carcelario que recibiera los detenidos, pero fue informado que conforme a la Ley 65 de 1993 ellos deben estar bajo el cuidado de las entidades territoriales, el INPEC y la USPEC. 

Solicitó que se negara la acción constitucional frene a esa entidad.

LA DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC: Informó que no es competencia funcional suya ordenar el traslado de los detenidos al penal, así como tampoco tiene autoridad alguna sobre las estaciones de la Policía Nacional, URI o CAI de policía. De tal manera que es la Policía Nacional la que debe trasladar a los privados de la libertad que se encuentren dentro de cada estación de policía.

Aclaró que en caso que la permanencia del detenido en la estación de policía sea debido al hacinamiento del establecimiento carcelario, la competencia recae en el Director Regional del INPEC, quien en uso de sus competencias le debe asignar otro establecimiento de reclusión.

Solicitó desvincular la entidad y negar las pretensiones de los accionantes frente a la entidad.

3. Sentencia: 
Al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho A Quo decidió mediante fallo del 12 de marzo de 2020, tutelar el derecho fundamental a la vida en condiciones dignas de los accionantes, por lo que dispuso, entre otras cosas:
“SEGUNDO: ORDENAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, al Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas, que si aún no lo han hecho, en un término razonable que en ningún caso puede superar los quince (15) días contados a partir de la notificación de esta providencia, procedan a trasladar a las personas sindicadas y condenadas que presentaron esta acción constitucional de tutela y que lleven más de 36 horas en esos sitios de reclusión, a los establecimientos de reclusión del orden nacional o distrital en los que, en condiciones dignas y de acuerdo con la Constitución y la ley, deben permanecer hasta que la autoridad judicial competente ordene su libertad, éste proceso de traslado de los internos debe tener en cuenta la regla de equilibrio decreciente fijada para el ingreso de internos a los establecimientos carcelarios, impuesta en la sentencia T-388 de 2013, de modo que no genere una situación de hacinamiento en los establecimientos carcelarios y penitenciarios receptores.” 

4. Impugnaciones: 
El Director del EPMSC de Pereira impugnó el fallo el 12 de marzo de 2020, mientras que el Comandante de la Estación de la Policía Nacional de Dosquebradas lo hizo el 19 de marzo de 2020.

Es de anotar que el recurso tan solo se concedió el 22 de julio de 2020, por cuanto al parecer se presentó un error humano en el Centro de Servicios Administrativos de esta Pereira, el cual tardó hasta esa fecha para ingresar el asunto al Despacho.
. 
Luego de concedido el recurso de apelación, el conocimiento del asunto por reparto le fue asignado al Despacho # 2 de la Sala Penal de Decisión de esta Corporación, pero como quiera que el titular de ese Despacho se encuentra aquejado por graves problemas de salud que implicaban su incapacidad para poder ejercer cabalmente sus funciones, el Consejo Superior de la Judicatura expidió el Acuerdo # CSJRIA20-84 del 8 de septiembre del 2.020, lo que generó un cambio del Despacho al que le correspondería asumir la ponencia, la cual, por reparto, le fue encomendada al Despacho # 1 de la Sala de Decisión Penal de esta Corporación.
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
DIRECCIÓN DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO “LA 40” DE PEREIRA: Refirió nuevamente que la estructura de ese Establecimiento tiene una antigüedad de aproximadamente 50 años, por lo que su construcción no está acorde con los parámetros de seguridad, habitabilidad y dignidad humana de las personas privadas de la libertad, el cual presenta un hacinamiento por encima del 91%, y las paredes y cielo raso presentan filtraciones, no tienen ruta de evacuación alterna, lo que pone en riesgo la vida de los internos.  
Además, el establecimiento es objeto de múltiples acciones de tutela por la salud de los reclusos, relacionada con enfermedades de VIH, tuberculosis y otros cuadros virales, lo que ocasiona problemas a la hora de cumplir sus citas médicas por la escasez de personal de custodia y vigilancia, a sabiendas que muchos internos deberían estar hospitalizados en centros médicos de la ciudad, lo que mengua la seguridad. 
Igualmente, refirió que en la decisión de primer nivel se está desconociendo la Sentencia Nro. 078 del Juzgado 4º Laboral del Circuito de Pereira en la acción de tutela con Rad. 2019-00443, confirmada por la Sala Laboral del Tribunal Superior el 7 de noviembre de 2019, la cual ordena la aplicación de la regla de equilibrio decreciente.

Así mismo, mencionó la restricción de ingreso a ese centro por la pandemia, como medio de prevención de la PPL que son vulnerables por las comorbilidades patológicas.

COMANDANTE DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA DE DOSQUEBRADAS: sostuvo que la Policía Nacional no tiene dentro de sus funciones específicas la custodia, vigilancia y traslado de las PPL. 
Aseguró que debido al hacinamiento en los centros de reclusión y la negativa del INPEC de recibir personas que por orden judicial están privados de la libertad, ha conllevado a que éstas sean trasladadas a las instalaciones de ese Comando de Policía, siendo eso una inminente necesidad de proteger su integridad y la de la comunidad en general, en cumplimiento a la constitución y la ley.  
Por lo tanto, han sido múltiples las solicitudes elevadas al INPEC Dirección Nacional y Regional Viejo Caldas para que propicien lo necesario para el inmediato traslado de las personas que permanecen en esas instalaciones hacia el centro de reclusión.
Consideró que si la Policía Nacional asume la carga impuesta en el fallo de tutela, podría verse inmersa en futuros incidentes de desacato o posibles sanciones de arresto en contra de los Comandantes, a sabiendas que esa actividad de traslado corresponde es al INPEC, según la asignación de cupos y demás factores exógenos a la voluntad de la Policía Nacional.

Por lo anterior, consideró que no ha vulnerado derecho fundamental alguno y en ese sentido, solicitó ser desvinculado de esta acción constitucional.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala de decisión si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho, de manera que merezca la ratificación de lo allí resuelto y las órdenes impartidas, o si hay lugar a modificarla o revocarla, de conformidad con los argumentos expuestos por los recurrentes en sus respectivas impugnaciones. 

3. Solución: 

Como primera medida, la Colegiatura habrá de pronunciarse frente a la tesis de disenso formulada por el Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, quien, en síntesis, pretende obtener la revocatoria del fallo de primer nivel, debido a una especie de temor que le asiste en el sentido que las órdenes dictadas en el fallo de primer nivel pudieran derivar en una orden de traslado de los privados de la libertad hacia ese Establecimiento Carcelario. 
A pesar de lo anterior, si revisamos la sentencia de marras concluye la Colegiatura que el recurso de impugnación que fue presentado por parte del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira no tiene asidero alguno, pues resulta claro que el mismo se funda en una mera sospecha, y no en un hecho cierto, real, existente y verificable; y es que como se puede observar, el fallo de tutela no emitió absolutamente ninguna orden en contra de la Cárcel de Pereira, sino que la responsabilidad de cumplir lo allí ordenado quedó en cabeza del Director General del INPEC, oficina que desde luego deberá, antes de disponer el traslado de los privados de la libertad, asegurarse que no se genere una situación de hacinamiento en el Establecimiento penitenciario receptor, así como tener en consideración el fallo de tutela al cual hizo alusión el recurrente en el que un Juzgado Laboral de la ciudad restringió la recepción de más detenidos en ese lugar. 

En concordancia con lo anterior, debe decirse que la exigencia necesaria para que alguna de las partes involucradas en un proceso interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada con el hecho que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que con la misma sufra algún tipo de agravio, de tal suerte que no esté llamado a prosperar el reclamo formulado por parte del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira. 

Para ofrecer claridad sobre el principio de interés jurídico, resulta de utilidad traer a colación lo que la Corte, en Sala de Casación Penal, ha dicho al respecto, en los siguientes términos: 

“El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen (con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los intereses que representa.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, no es necesario entrar a hacer un estudio más profundo frente a este ítem, el cual, como ya se dijo, más bien parece ser originado por un error de interpretación en que incurrió el recurrente, que innecesariamente lo llevó a promover el recurso de impugnación en contra de una decisión que de manera alguna le afectaba ni le incumbía, lo que se traduce en una ausencia de interés jurídico, en virtud de lo cual, la Sala se abstendrá de pronunciarse frente al presente asunto. Pero, a pesar de lo anterior, se le concederá la posibilidad de interponer en contra de esta decisión el recurso de reposición.

En segundo lugar, nos enfrentamos a los reproches formulados por parte del señor Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas, quien centró sus reproches en aseverar que las órdenes del fallo no debieron hacérsele extensivas, por cuanto en ningún momento ha quebrantado los derechos fundamentales reclamados por los accionantes, sino que por el contrario ha procurado el traslado de estas personas privadas de la libertad hacia los centros oficiales administrados por el INPEC sin recibir respuesta favorable.

Sobre el particular, la Sala debe decir que le asiste la razón en su discrepancia al impugnante, porque si bien es cierto que bajo su custodia ha tenido a los señores JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS, WILFREDO GAVIRIA GAÑÁN, JADER MURILLO HINESTROZA, HÉCTOR ANDRÉS PLANDA GAÑÁN, JUAN JOSÉ YEPEZ RODRÍGUEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN, JOSÉ EDGAR MARCIAL NIAZA, HARRISON HURTADO GIRALDO, DIOSER DAVID JARAMILLO ACEVEDO, JOSÉ DANIEL MÉNDEZ MOSCOSO y JOSÉ ORLANDO CARDONA RAMÍREZ
, lo cierto es que esa circunstancia no ha sido atribuible a su voluntad, afirmación que la Sala puede efectuar sin duda, por las siguientes razones: 
1. Cierto es que las instituciones Policiales pueden servir como centros de detención preliminar a cargo del municipio, pero no lo es menos que aquellas solo están destinadas y diseñadas para la detención transitoria de personas a quienes no se les ha oficializado o definido su situación jurídica mediante una orden judicial.

2. Aunque el artículo 21 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 1709 señala que las cárceles de detención preventiva están dirigidas a las personas sindicadas, y el artículo 17 de la misma norma le delegó a los entes territoriales “la creación, fusión o supresión, dirección, y organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente…”, no puede confundirse este tipo de establecimientos de los que trata la norma CÁRCELES DE DETENCIÓN PREVENTIVA, con lugares como una Estación de Policía, pues debe partirse de la base de que estos sitios de los que habla la norma, necesariamente deben cumplir con condiciones específicas de infraestructura, y en todo caso con el respeto por los derechos fundamentales de los internos. 

En este caso, el Juzgado de primer nivel constató que la Estación de Policía de Dosquebradas no cumple con las reglas mínimas de respeto por los derechos fundamentales de los privados de la libertad, porque es un centro de detención transitorio, cuyas condiciones de infraestructura no están diseñadas para albergar detenidos por tiempos prolongados, en otras palabras, no puede ser catalogado como una cárcel de detención preventiva, pues su estructura resulta inadecuada para dichos fines.

De cualquier modo, el único tercero o ajeno al INPEC con responsabilidades frente a la custodia y determinación de la estadía de las personas privadas de la libertad en calidad de sindicadas, sería el Organismo territorial o municipal y no el Policial.

3. Cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, así lo señala el inciso 3º del artículo 17 de la Ley 65 de 1993: “El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejercerá la inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales”, así como el artículo 304 de la Ley 906 de 2004: “cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la medida de aseguramiento o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmediatamente en custodia al INPEC o a la autoridad del establecimiento de reclusión que corresponda, para efectuar el ingreso y registro al Sistema Penitenciario y Carcelario…”, por ende, es dicho Instituto, y no un Organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad, pero infortunadamente se ha convertido en una mala praxis por parte del INPEC el dejar en centros preventivos a las personas que son puestas en su custodia, aun cuando saben que en esos lugares hay pocas celdas, que las condiciones de salubridad no son adecuadas, que los espacios para asearse y para  que los reclusos hagan sus necesidades fisiológicas no dan abasto, desconociendo con ello que las condiciones de privación de la libertad de la PPL debe siempre ir en consonancia con los postulados constitucionales que avalan por el reconocimiento de la dignidad humana.
Acorde con lo dicho hasta ahora, la Sala habrá de modificar el numeral segundo de la decisión impugnada, para ordenar que sea el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC el que, si aún no lo ha hecho, en un término razonable que en ningún caso puede superar los quince (15) días contados a partir de la notificación de esta providencia, procedan a trasladar a las personas condenadas que presentaron esta acción constitucional de tutela y que lleven más de 36 horas en esos sitios de reclusión, a los establecimientos de reclusión del orden nacional o distrital en los que, en condiciones dignas y de acuerdo con la Constitución y la ley, deben permanecer hasta que la autoridad judicial competente ordene su libertad; este proceso de traslado de los internos debe tener en cuenta la regla de equilibrio decreciente fijada para el ingreso de internos a los establecimientos carcelarios, impuesta en la sentencia T-388 de 2013, de modo que no genere una situación de hacinamiento en los establecimientos carcelarios y penitenciarios receptores. 
Además, el cumplimiento de lo dispuesto arriba, estará supeditado a la pérdida de vigencia del artículo 27 del Decreto Legislativo 546 de 2020, una vez ello suceda, deberá dicho Instituto cumplir con tal labor en el término de 3 días hábiles, momento para el cual deberá haber realizado todas las pruebas respectivas a los trasladados accionante para verificar que no estén contagiados y se pueda tener plena certeza de ello, aunque para ese efecto se tenga que acudir a lo estipulado en el inciso final del parágrafo 5º del artículo 6º del Decreto 546 de 2020, esto es, ubicarlos preliminarmente en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio. 

Por otro lado, la Alcaldía de Dosquebradas, por intermedio de alguna de sus Secretarías de Despacho, habrá de encargarse, de forma mancomunada con el INPEC, de aquellos privados de la libertad que se encuentran en calidad de sindicados. Así mismo, deberá encargarse inmediatamente de suministrarle de manera ágil y efectiva a quienes permanezcan en el Centro de Detención Policial todos los servicios en salud, alimentación y demás necesidades básicas y mínimas, hasta tanto sea superada la situación de emergencia sanitaria, momento a partir del cual, como ya se dijo, deberá garantizarse su traslado.
Por otra parte, como quiera que la Sala tuvo la oportunidad de realizar una consulta Web a la página de Registro de la Población Privada de la Libertad a cargo del INPEC: https://www.inpec.gov.co/registro-de-la-poblacion-privada-de-la-libertad, verificó que los accionantes JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS, JADER MURILLO HINESTROZA, HÉCTOR ANDRÉS PLANDA GAÑÁN, JUAN JOSÉ YEPEZ RODRÍGUEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN y DIOSER DAVID JARAMILLO ACEVEDO fueron trasladados a alguno de los ERON del país, frente a aquellos se habrá de declarar una carencia de objeto.

Finalmente, se ordenará desvincular de este trámite constitucional a las demás entidades a las que no se les emitió una orden específica como garantía de los derechos fundamentales invocados por los actores.
Con base en las anteriores consideraciones, la Sala de Decisión Penal del Superior de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el fallo del 12 de marzo de 2020 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por señores JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS, WILFREDO GAVIRIA GAÑÁN, JADER MURILLO HINESTROZA, HÉCTOR ANDRÉS PLANDA GAÑÁN, JUAN JOSÉ YEPEZ RODRÍGUEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN, JOSÉ EDGAR MARCIAL NIAZA, HARRISON HURTADO GIRALDO, DOSIER DAVID JARAMILLO ACEVEDO, JOSÉ DANIEL MÉNDEZ MOSCOSO y JOSÉ ORLANDO CARDONA RAMÍREZ, en el sentido de amparar sus derechos fundamentales. 

SEGUNDO: modificar el numeral segundo de la decisión impugnada, el cual quedará así: 

“ORDENAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC que, si aún no lo ha hecho, en un término razonable que en ningún caso puede superar los quince (15) días contados a partir de la notificación de esta providencia, procedan a trasladar a las personas condenadas que presentaron esta acción constitucional de tutela y que lleven más de 36 horas en esos sitios de detención transitoria, a los establecimientos de reclusión del orden nacional o distrital en los que, en condiciones dignas y de acuerdo con la Constitución y la ley, deben permanecer hasta que la autoridad judicial competente ordene su libertad; este proceso de traslado de los internos debe tener en cuenta la regla de equilibrio decreciente fijada para el ingreso de internos a los establecimientos carcelarios, impuesta en la sentencia T-388 de 2013, de modo que no genere una situación de hacinamiento en los establecimientos carcelarios y penitenciarios receptores; además, su cumplimiento estará supeditado a la pérdida de vigencia del artículo 27 del Decreto Legislativo 546 de 2020, una vez ello suceda, deberá dicho Instituto cumplir con tal labor en el término de 3 días hábiles, momento para el cual deberá haber realizado todas las pruebas respectivas al accionante para verificar que no esté contagiado y se pueda tener plena certeza de ello, aunque para ese efecto se tenga que acudir a lo estipulado en el inciso final del parágrafo 5º del artículo 6º del Decreto 546 de 2020, esto es, ubicarlos preliminarmente en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio.” 

TERCERO: ADICIONAR al fallo impugnado un numeral en que se dispondrá: 

“ORDENAR a la Alcaldía de Dosquebradas, por intermedio de alguna de sus Secretarías de Despacho, que de forma mancomunada con el INPEC, garantice en los términos anteriormente señalados el traslado de aquellos privados de la libertad que se encuentran en calidad de sindicados. Así mismo, deberá encargarse inmediatamente de suministrarle de manera ágil y efectiva a quienes permanezcan en el Centro de Detención Policial todos los servicios en salud, alimentación y demás necesidades básicas y mínimas, hasta tanto sea superada la situación de emergencia sanitaria.”
CUARTO: DECLARAR LA CARENCIA DE OBJETO, en lo que tiene que ver con la solicitud de amparo deprecada por los señores JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS, JADER MURILLO HINESTROZA, HÉCTOR ANDRÉS PLANDA GAÑÁN, JUAN JOSÉ YEPEZ RODRÍGUEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN y DIOSER DAVID JARAMILLO ACEVEDO. 
QUINTO: ABSTENERSE DE RESOLVER EL RECURSO INTERPUESTO POR EL DIRECTOR DEL EPMSC DE PEREIRA, por las razones expuestas en la parte motiva. 
SEXTO: EN CONTRA DE LO DISPUESTO EN EL NUMERAL ANTERIOR, EL DIRECTOR DEL EPMSC DE PEREIRA queda facultado para promover recurso de reposición. 
SÉPTIMO: DESVINCULAR a los MINISTERIOS DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, DE DEFENSA, DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO; JUSTICIA Y DEL DERECHO; LA USPEC, FIDUPREVISORA, LA DIRECCIÓN DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO “LA 40” DE PEREIRA, Y LA ESTACIÓN DE POLICÍA DE DOSQUEBRADAS.
OCTAVO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� La situación presentada ocasionó que el Juez de instancia ordenara compulsar copias disciplinarias en contra del Centro de Servicios Administrativos por dicha mora. 


� Sentencia SP5210-2014. Rad. N° 41.534 M. P JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO


� Es de anotar que según consulta Web a la página de Registro de la Población Privada de la Libertad a cargo del INPEC: � HYPERLINK "https://www.inpec.gov.co/registro-de-la-poblacion-privada-de-la-libertad" �https://www.inpec.gov.co/registro-de-la-poblacion-privada-de-la-libertad�, en la actualidad los señores JOSÉ LEONEL BLANDÓN TREJOS, JADER MURILLO HINESTROZA, HÉCTOR ANDRÉS PLANDA GAÑÁN, JUAN JOSÉ YEPEZ RODRÍGUEZ, BELISARIO MOLINA MARÍN y DIOSER DAVID JARAMILLO ACEVEDO fueron trasladados a alguno de los ERON del país. 
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